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Corte Constitucional declara exequibles lo numerales 1, 2 y 3 y el parágrafo 6 del artículo 
240-1 del Estatuto Tributario, que regulan la tarifa del impuesto sobre la renta para 
usuarios industriales de zona franca 
 
1. Norma demandada 

“LEY 2277 DE 2022 
 

por medio de la cual se adopta una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras 
disposiciones. 

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

 
DECRETA: 

 
Artículo 11. Modifíquese el Artículo 240-1 del Estatuto Tributario, el cual quedará así: 
 
Artículo 240-1. Tarifa para usuarios de zona franca. Para efectos de la determinación del impuesto sobre la 
renta, los usuarios industriales de zonas francas aplicarán las siguientes reglas: 
 
1. A la renta líquida gravable multiplicada por el resultado de dividir los ingresos provenientes de la 
exportación de bienes y servicios por la totalidad de los ingresos fiscales, excluyendo las ganancias 
ocasionales, le será aplicable una tarifa del veinte por ciento (20%) del impuesto sobre la renta. 
 
2. A la renta líquida gravable multiplicada por el resultado de dividir los ingresos diferentes de aquellos 
provenientes de exportación de bienes y servicios por la totalidad de los ingresos fiscales, excluyendo las 
ganancias ocasionales, le será aplicable la tarifa general del Artículo 240 del Estatuto Tributario. 
 
3. La suma de los numerales 1 y 2 corresponde al impuesto sobre la renta. 
 
(…) 
 
Parágrafo 6°. Únicamente podrían aplicar lo dispuesto en el inciso 1° del presente Artículo, los usuarios 
industriales de zona franca que, en el año 2023 o 2024, acuerden su plan de internacionalización y anual de 
ventas, en el cual se establezcan objetivos máximos de ingresos netos por operaciones de cualquier naturaleza 
en el territorio aduanero nacional y los demás ingresos que obtenga el usuario industrial diferentes al 



desarrollo de su actividad para la cual fue autorizado, reconocido o calificado, durante el año gravable 
correspondiente. 
 
Para tal fin deberán suscribir el acuerdo con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo para cada uno de 
los años gravables. 
 
En caso de no suscribir el acuerdo o incumplir los objetivos máximos de ingresos, la tarifa del impuesto de 
renta será la tarifa general indicada en el inciso 1° del Artículo 240 del Estatuto Tributario. 
 
Lo dispuesto en el presente parágrafo aplicará de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno 
nacional. 
 
Los usuarios industriales de zona franca que se califiquen, autoricen o aprueben a partir del año 2025 deberán 
suscribir su plan de internacionalización y anual de ventas, para cada uno de los años gravables, a efectos de 
aplicar lo dispuesto en el inciso 1° del presente Artículo”. 

 
2. Decisión 
 
Declarar EXEQUIBLES los numerales 1, 2 y 3 y el parágrafo 6° del artículo 240-1 del Decreto 
Ley 624 de 1989 “por el cual se expide el Estatuto Tributario de los impuestos administrados 
por la Dirección General de Impuesto Nacionales”, modificados por el artículo 11 de la Ley 
2277 de 2022 “por medio de la cual se adopta una reforma tributaria para la igualdad y la 
justicia social y se dictan otras disposiciones”, en relación con los cargos por la presunta 
vulneración de los principios de igualdad y equidad tributaria (arts. 13 y 363 de la 
Constitución), de conformidad con las consideraciones de esta providencia. 
 
3. Síntesis de los fundamentos 
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional analizó una demanda en contra de los numerales 1, 
2 y 3 y el parágrafo 6 del artículo 240-1 del Estatuto Tributario, modificados por el artículo 
11 de la Ley 2277 de 2022. La demandante consideraba que las disposiciones demandadas 
desconocían los principios de igualdad (art. 13 de la CP) y equidad tributaria (art. 363 de la 
CP). Esto, porque, en su criterio, otorgaban un trato diferente a sujetos que se encontraban 
en la misma situación fáctica y jurídica: (i) usuarios industriales de zona franca exportadores 
y (ii) usuarios industriales de zona franca que, según la demandante, no tienen “vocación 
de exportación”. Según la demanda, el presunto trato diferenciado que se derivaba de las 
disposiciones acusadas consistía en que los primeros podrían acceder a la tarifa preferencial 
del impuesto a la renta prevista en el numeral 1º (20%), si acordaban el plan de 
internacionalización y anual de ventas con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 
En contraste, los segundos tributarían conforme a la tarifa general aplicable a las personas 
jurídicas, la cual es del 35%. La demandante sostuvo que esta distinción tarifaria era 
discriminatoria para los usuarios industriales que desarrollaban actividades distintas a la 
exportación y carecía justificación constitucional. Según la demandante, la Constitución no 
“contempla un mandato específico de promoción de las exportaciones, que permita o 
justifique otorgar un tratamiento diferente a iguales como son los usuarios industriales de 



bienes y/o servicios de zona franca que exportan y aquellos que no”. Además, sostuvo que 
la diferencia de trato desnaturalizaba la excepcionalidad y especialidad del régimen franco. 
 
La Corte concluyó que la tarifa diferencial del impuesto sobre la renta prevista en los 
numerales 1, 2 y 3 y el parágrafo 6° del artículo 240-1 del Estatuto Tributario, modificados 
por el artículo 11 de la Ley 2277 de 2022, no vulnera los principios de igualdad y equidad 
tributaria. 
 
La Sala reconoció que, en efecto, de las disposiciones demandadas se deriva una diferencia 
de trato tributario entre dos grupos de sujetos: (i) grupo 1: los usuarios industriales de zona 
franca que hayan suscrito y cumplido el Plan de Internacionalización y Anual de Ventas 
(PIAV) con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y perciban ingresos provenientes 
de la exportación de bienes y servicios y (ii) grupo 2: los usuarios industriales de zona franca 
que no perciben ingresos de la exportación de bienes y servicios o que no hayan suscrito y 
cumplido el PIAV. Esta diferencia de trato tributario consiste en que los usuarios que forman 
parte del grupo 1 pueden acceder a la tarifa preferencial (20 %) del impuesto a la renta 
aplicable a los ingresos provenientes de exportación. En contraste, los usuarios que forman 
parte del segundo grupo tributarán a la tarifa general aplicable a las personas jurídicas (35 
%). 
 
Sin embargo, a partir del juicio de igualdad de intensidad leve, la Corte consideró que este 
trato tributario diferente está justificado y, por lo tanto, está amparado por el amplio 
margen de configuración del legislador en materia tributaria. Esto, porque, en primer lugar, 
persigue finalidades legítimas, a saber: (i) fomentar la exportación y (ii) corregir asimetrías 
tributarias que se derivaban de la posibilidad de que usuarios no exportadores se 
beneficiaran de la tarifa preferencial. En segundo lugar, la Corte constató que la medida era 
idónea. Lo anterior, dado que las pruebas que fueron aportadas al expediente demostraron 
que la tarifa preferencial del 20% aplicable a los ingresos que provengan de exportación, 
reduce la carga fiscal de las empresas exportadoras y permite mejorar su gestión financiera. 
Asimismo, probaron que este beneficio tributario permite que los usuarios industriales 
exportadores puedan competir frente a compañías extranjeras que se benefician de 
impuestos corporativos inferiores. 
 
Con fundamento en tales consideraciones, la Sala Plena decidió declarar exequibles, por los 
cargos analizados, los numerales 1, 2 y 3 y el parágrafo 6° del artículo 240-1 del ET, 
modificados por el artículo 11 de la Ley 2277 de 2022. 


